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TEMA 2. Igualdad efectiva de mujeres y hombres. 

TÍTULO I: El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación 
Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 
El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa o 
indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones 
familiares y el estado civil. 
 

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las 
normas. 
La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del ordenamiento 
jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas. 
 

Artículo 5. Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación 
y en la promoción profesionales, y en las condiciones de trabajo. 
El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, aplicable en el ámbito del empleo 
privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos en la normativa aplicable, en el 
acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación profesional, en la promoción profesional, 
en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de despido, y en la afiliación y participación en las 
organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier organización cuyos miembros ejerzan una profesión 
concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las mismas. 
 
No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una diferencia de trato 
basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades 
profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito 
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado. 
 

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta. 

1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que 
sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación 
comparable. 
 
2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o 
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas 
del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una 
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados. 
 
3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por razón 
de sexo. 
 

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo. 
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier 
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar 
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo. 
 
2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, 
con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u 
ofensivo. 
 
3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo. 
 

LEY ORGÁNICA 3/2007, DE 22 DE MARZO, PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y 
HOMBRES 
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4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación 
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por 
razón de sexo. 
 

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad. 
Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el 
embarazo o la maternidad. 
 

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias. 
También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se 
produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte de queja, reclamación, denuncia, 
demanda o recurso, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el cumplimiento efectivo 
del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 
 

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias. 
Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo se 
considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o 
indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a través 
de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas discriminatorias. 
 

Artículo 11. Acciones positivas. 
1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán medidas 
específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho respecto de los 
hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de ser razonables y 
proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso. 
 
2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos 
establecidos en la presente Ley. 
 

Artículo 12. Tutela judicial efectiva. 
1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y hombres, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de la relación en 
la que supuestamente se ha producido la discriminación. 
 
2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y contencioso-administrativos que 
versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés legítimo, 
determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos. 
 
3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de sexo. 
 

Artículo 13. Prueba. 
1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte actora 
se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la persona demandada 
probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. 
 
A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo 
estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes. 
 
2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales. 
 

TÍTULO II: Políticas públicas para la igualdad 
CAPÍTULO I: Principios generales 
Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos. 
A los fines de esta Ley, serán criterios generales de actuación de los Poderes Públicos: 
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1. El compromiso con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre mujeres y hombres. 
2. La integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el conjunto de las políticas 
económica, laboral, social, cultural y artística, con el fin de evitar la segregación laboral y eliminar las 
diferencias retributivas, así como potenciar el crecimiento del empresariado femenino en todos los 
ámbitos que abarque el conjunto de políticas y el valor del trabajo de las mujeres, incluido el doméstico. 
3. La colaboración y cooperación entre las distintas Administraciones públicas en la aplicación del 
principio de igualdad de trato y de oportunidades. 
4. La participación equilibrada de mujeres y hombres en las candidaturas electorales y en la toma de 
decisiones. 
5. La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de la violencia de género, la violencia 
familiar y todas las formas de acoso sexual y acoso por razón de sexo. 
6. La consideración de las singulares dificultades en que se encuentran las mujeres de colectivos de 
especial vulnerabilidad como son las que pertenecen a minorías, las mujeres migrantes, las niñas, las 
mujeres con discapacidad, las mujeres mayores, las mujeres viudas y las mujeres víctimas de violencia 
de género, para las cuales los poderes públicos podrán adoptar, igualmente, medidas de acción positiva. 
7. La protección de la maternidad, con especial atención a la asunción por la sociedad de los efectos 
derivados del embarazo, parto y lactancia. 
8. El establecimiento de medidas que aseguren la conciliación del trabajo y de la vida personal y familiar 
de las mujeres y los hombres, así como el fomento de la corresponsabilidad en las labores domésticas y 
en la atención a la familia. 
9. El fomento de instrumentos de colaboración entre las distintas Administraciones públicas y los agentes 
sociales, las asociaciones de mujeres y otras entidades privadas. 
10. El fomento de la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres en las relaciones entre 
particulares. 
11. La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito administrativo y su fomento en la totalidad de 
las relaciones sociales, culturales y artísticas. 
12. Todos los puntos considerados en este artículo se promoverán e integrarán de igual manera en la 
política española de cooperación internacional para el desarrollo. 

 

Artículo 15. Transversalidad del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 
El principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres informará, con carácter transversal, 
la actuación de todos los Poderes Públicos. Las Administraciones públicas lo integrarán, de forma activa, en la 
adopción y ejecución de sus disposiciones normativas, en la definición y presupuestación de políticas públicas 
en todos los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de todas sus actividades. 
 

Artículo 16. Nombramientos realizados por los Poderes Públicos. 
Los Poderes Públicos procurarán atender al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en los 
nombramientos y designaciones de los cargos de responsabilidad que les correspondan. 

 
Artículo 17. Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades. 
El Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Estado, aprobará periódicamente un Plan 
Estratégico de Igualdad de Oportunidades, que incluirá medidas para alcanzar el objetivo de igualdad entre 
mujeres y hombres y eliminar la discriminación por razón de sexo. 

 
Artículo 18. Informe periódico. 
En los términos que reglamentariamente se determinen, el Gobierno elaborará un informe periódico sobre el 
conjunto de sus actuaciones en relación con la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres. 
De este informe se dará cuenta a las Cortes Generales. 
 

Artículo 19. Informes de impacto de género. 
Los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes de especial relevancia económica, social, cultural 
y artística que se sometan a la aprobación del Consejo de Ministros deberán incorporar un informe sobre su 
impacto por razón de género. 
 

Artículo 20. Adecuación de las estadísticas y estudios. 
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Al objeto de hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta Ley y que se garantice la integración de modo 
efectivo de la perspectiva de género en su actividad ordinaria, los poderes públicos, en la elaboración de sus 
estudios y estadísticas, deberán: 
 

a) Incluir sistemáticamente la variable de sexo en las estadísticas, encuestas y recogida de datos que 
lleven a cabo. 
b) Establecer e incluir en las operaciones estadísticas nuevos indicadores que posibiliten un mejor 
conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades 
de mujeres y hombres, su manifestación e interacción en la realidad que se vaya a analizar. 
c) Diseñar e introducir los indicadores y mecanismos necesarios que permitan el conocimiento de la 
incidencia de otras variables cuya concurrencia resulta generadora de situaciones de discriminación 
múltiple en los diferentes ámbitos de intervención. 
d) Realizar muestras lo suficientemente amplias como para que las diversas variables incluidas puedan 
ser explotadas y analizadas en función de la variable de sexo. 
e) Explotar los datos de que disponen de modo que se puedan conocer las diferentes situaciones, 
condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención. 
f) Revisar y, en su caso, adecuar las definiciones estadísticas existentes con objeto de contribuir al 
reconocimiento y valoración del trabajo de las mujeres y evitar la estereotipación negativa de 
determinados colectivos de mujeres. 

 
Sólo excepcionalmente, y mediante informe motivado y aprobado por el órgano competente, podrá justificarse 
el incumplimiento de alguna de las obligaciones anteriormente especificadas. 

Artículo 21. Colaboración entre las Administraciones públicas. 
1. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas cooperarán 
para integrar el derecho de igualdad entre mujeres y hombres en el ejercicio de sus respectivas competencias y, 
en especial, en sus actuaciones de planificación. En el seno de la Conferencia Sectorial de la Mujer (actualmente, 
Conferencia Sectorial de Igualdad) podrán adoptarse planes y programas conjuntos de actuación con esta 
finalidad. 
 
2. Las Entidades Locales integrarán el derecho de igualdad en el ejercicio de sus competencias y colaborarán, a 
tal efecto, con el resto de las Administraciones públicas. 
 

Artículo 22. Acciones de planificación equitativa de los tiempos. 
Con el fin de avanzar hacia un reparto equitativo de los tiempos entre mujeres y hombres, las corporaciones 
locales podrán establecer Planes Municipales de organización del tiempo de la ciudad. Sin perjuicio de las 
competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado podrá prestar asistencia técnica para la elaboración de 
estos planes. 
 
  

Inv
ita

do
  



 

6 
 

TEMA 3. Derecho Constitucional. 

 
 

BLOQUE 2 
EL DEFENSOR DEL PUEBLO 

Extracto de la Ley Orgánica 3/81 de 6 de abril. Modificada, en sus artículos 2, 10 y 12 por la Ley 
Orgánica 2/92 de 5 de marzo. 

Don Juan Carlos I, Rey de España. A todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: Que las Cortes 
Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley Orgánica: 

 

TÍTULO PRIMERO: Nombramiento, cese y condiciones. 
CAPÍTULO PRIMERO: Carácter y elección. 

Artículo 1.  
El Defensor del Pueblo es el alto comisionado de las Cortes Generales designado por éstas para la defensa de los 
derechos comprendidos en el Título I de la Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la 
Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. Ejercerá las funciones que le encomienda la Constitución 
y la presente Ley. 

Artículo 2. 
Uno. El Defensor del Pueblo será elegido por las Cortes Generales para un periodo de cinco años, y se dirigirá 
a las mismas a través de los Presidentes del Congreso y del Senado, respectivamente. 

Dos. Se designará en las Cortes Generales una Comisión Mixta Congreso - Senado  encargada de relacionarse 
con el Defensor del Pueblo e informar a los respectivos Plenos  en cuantas ocasiones sea necesario. 

Tres. Dicha Comisión se reunirá cuando así lo acuerden  conjuntamente el Presidente del Congreso y del Senado, 
y en todo caso, para proponer  a los plenos de las Cámaras el candidato o candidatos a Defensor  del Pueblo. 
Los acuerdos de la Comisión se adoptarán por  mayoría simple. 

Cuatro. Propuesto el candidato o candidatos, se convocará en término no inferior a diez días al Pleno del 
Congreso para que proceda a su elección. Será designado quien obtuviese una votación favorable de las tres 
quintas partes de los miembros del Congreso y posteriormente, en un plazo máximo de veinte días, fuese 
ratificado por esta misma mayoría del Senado. 

Cinco. Caso de no alcanzarse las mencionadas mayorías, se procederá en nueva sesión de la Comisión y en el 
plazo máximo de un mes, a formular sucesivas propuestas en tales casos, una vez conseguida la mayoría de los 
tres quintos en el Congreso, la designación quedará realizada al alcanzarse la mayoría absoluta del Senado. 

Seis. Designado el Defensor del Pueblo se reunirá de nuevo la comisión mixta Congreso - Senado para otorgar 
su conformidad previa al nombramiento de los  adjuntos que le sean propuestos por aquel. 

Artículo 3.  
Podrá ser elegido Defensor del Pueblo cualquier español mayor de edad que se encuentre en el Pleno disfrute 
de sus derechos civiles y políticos. 

Artículo 4.  
Uno. Los Presidentes del Congreso y del Senado acreditarán conjuntamente con sus firmas el nombramiento 
del Defensor del Pueblo, que se publicará en el Boletín Oficial del Estado. 

Dos. El Defensor del Pueblo tomara posesión de su cargo ante las mesas de ambas cámaras reunidas 
conjuntamente, prestando juramento o promesa de fiel desempeño de su función. 

 
CAPÍTULO SEGUNDO: Cese y sustitución. 

Artículo 5.  
Uno. El Defensor del Pueblo cesará por alguna de las siguientes causas: 

• Por renuncia. 
• Por expiración del plazo de su nombramiento. 
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• Por muerte o por incapacidad sobrevenida. 
• Por actuar con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo. 
• Por haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso. 

Dos. La vacante en el cargo se declarará por el Presidente del Congreso en los casos de muerte, renuncia y 
expiración del plazo del mandato. En los demás casos se decidirá, por mayoría de las tres quintas partes de los 
componentes de cada cámara, mediante debate y previa audiencia del interesado. 

Tres. Vacante el cargo se iniciará el procedimiento para el nombramiento de nuevo Defensor del Pueblo en 
plazo no superior a un mes. 

Cuatro. En los casos de muerte, cese o incapacidad temporal o definitiva del Defensor del Pueblo y en tanto no 
procedan las Cortes Generales a una nueva designación, desempeñaran sus funciones, interinamente, en su 
propio orden, los adjuntos al Defensor del Pueblo. 

 

CAPÍTULO TERCERO: Prerrogativas e incompatibilidades. 

Artículo 6.  
Uno. El Defensor del Pueblo no estará sujeto a mandato imperativo alguno. No recibirá instrucciones de 
ninguna autoridad. Desempeñara sus funciones con autonomía y según su criterio. 

Dos. El Defensor del Pueblo gozará de inviolabilidad. No podrá ser detenido, expedientado, multado, 
perseguido o juzgado en razón a las opiniones que formule o a los actos que realice en el ejercicio de las 
competencias propias de su cargo. 

Tres. En los demás casos, y mientras permanezca en el ejercicio de sus funciones , el Defensor del Pueblo no 
podrá ser detenido ni retenido, sino en caso de flagrante delito, correspondiendo la decisión sobre su inculpación, 
prisión, procesamiento y juicio exclusivamente a la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

Cuatro. Las anteriores reglas serán aplicables a los adjuntos del Defensor del Pueblo en el cumplimiento de sus 
funciones. 

Artículo 7.  
Uno. La condición de Defensor del Pueblo es incompatible con todo mandato representativo; con todo cargo 
político o actividad de propaganda política; con la permanencia en el servicio activo de cualquier Administración 
pública; con la afiliación a un partido político o el desempeño de funciones directivas en un partido político o en 
un sindicato, asociación o fundación, y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras 
judicial y fiscal, y con cualquier actividad profesional, liberal, mercantil o laboral. 

Dos. El Defensor del Pueblo deberá cesar, dentro de los diez días siguientes a su nombramiento y antes de 
tomar posesión, en toda situación de incompatibilidad que pudiere afectarle, entendiéndose en caso contrario 
que no acepta el nombramiento. 

Tres. Si la incompatibilidad fuere sobrevenida [venida repentina e imprevista] una vez posesionado del cargo, 
se entenderá que renuncia al mismo en la fecha en que aquella se hubiere producido. 

 

CAPÍTULO CUARTO: de los adjuntos del defensor del pueblo. 

Artículo 8.  
Uno. El Defensor del Pueblo estará auxiliado por un adjunto primero y un adjunto segundo, en los que podrá 
delegar sus funciones y que le sustituirán por su orden, en el ejercicio de las mismas, en los supuestos de 
imposibilidad temporal y en los de cese. 

Dos. El Defensor del Pueblo nombrará y separará a sus adjuntos previa conformidad de las cámaras en la 
forma que determinen sus reglamentos. 

Tres. El nombramiento de los adjuntos será publicado en el  Boletín Oficial del Estado. 

Cuatro. A los adjuntos les será de aplicación lo dispuesto para el Defensor del Pueblo en los artículos tercero, 
sexto y séptimo de la presente Ley. 
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TÍTULO SEGUNDO: Del procedimiento. 
CAPÍTULO PRIMERO: Iniciación y contenido de la investigación. 

Artículo 9. 
Uno. El Defensor del Pueblo podrá iniciar y proseguir de oficio o a petición de parte, cualquier investigación 
conducente al esclarecimiento de los actos y resoluciones de la Administración pública y sus agentes, en relación 
con los ciudadanos, a la luz de lo dispuesto en el artículo ciento tres, uno, de la Constitución, y el respeto debido 
a los Derechos proclamados en su Título primero. 

Dos. Las atribuciones del Defensor del Pueblo se extienden a la actividad de los ministros, autoridades 
administrativas, funcionarios y cualquier persona que actúe al servicio de las Administraciones públicas. 

Artículo 10. 
Uno. Podrá dirigirse al Defensor del Pueblo toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, sin 
restricción alguna. No podrán constituir impedimento para ello la nacionalidad, residencia, sexo, minoría de edad, 
la incapacidad legal del sujeto, el internamiento en un centro penitenciario o de reclusión o, en general, cualquier 
relación especial de sujeción o dependencia de una Administración o Poder público. 

Dos. Los Diputados y Senadores individualmente, las comisiones de investigación o relacionadas con la defensa 
general o parcial de los derechos y libertades públicas y, principalmente, la Comisión Mixta Congreso-Senado 
de relaciones con el Defensor del Pueblo podrán solicitar, mediante escrito motivado, la intervención del 
Defensor del Pueblo para la investigación o esclarecimiento de actos, resoluciones y conductas concretas 
producidas en las Administraciones públicas, que afecten a un ciudadano o grupo de ciudadanos, en el ámbito 
de sus competencias. 

Tres. No podrá presentar quejas ante el Defensor del Pueblo ninguna autoridad administrativa en asuntos de su 
competencia. 

Artículo 11. 
Uno. La actividad del Defensor del Pueblo no se verá interrumpida en los casos en que las Cortes Generales no 
se encuentren reunidas, hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato. 

Dos. En las situaciones previstas en el apartado anterior, el Defensor del Pueblo se dirigirá a las Diputaciones 
Permanentes de las Cámaras. 

Tres. La declaración de los estados de excepción o de sitio no interrumpirán la actividad del Defensor del Pueblo, 
ni el derecho de los ciudadanos de acceder al mismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo cincuenta y cinco 
de la Constitución. 

 

CAPÍTULO SEGUNDO: Ámbito de competencias. 

Artículo 12. 
Uno. El Defensor del Pueblo podrá, en todo caso, de oficio o a instancia de parte, supervisar por sí mismo la 
actividad de la Comunidad Autónoma en el ámbito de competencias definido por esta Ley. 

Dos. A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, los órganos similares de las Comunidades Autónomas 
coordinarán sus funciones con las del Defensor del Pueblo y éste podrá solicitar su cooperación. 

Artículo 13. 
Cuando el Defensor del Pueblo reciba quejas referidas al funcionamiento de la Administración de Justicia, deberá 
dirigirlas al Ministerio Fiscal para que éste investigue su realidad y adopte las medidas oportunas con arreglo a 
la ley, o bien dé traslado de las mismas al Consejo General del Poder Judicial, según el tipo de reclamación de 
que se trate; todo ello sin perjuicio de la referencia que en su informe general a las Cortes Generales pueda hacer 
al tema. 

Artículo 14. 
El Defensor del Pueblo velará por el respeto de los derechos proclamados en el título primero de la Constitución 
en el ámbito de la Administración Militar, sin que ella pueda entrañar una interferencia en el mando de la Defensa 
Nacional. 
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CAPÍTULO TERCERO: Tramitación de las quejas. 

Artículo 15. 
Uno. Toda queja se presentará firmada por el interesado, con indicación de su nombre, apellidos y domicilio, en 
escrito razonado en papel común y en el plazo máximo de un año, contado a partir del momento en que tuviera 
conocimiento de los hechos objeto de la misma. 

Dos. Todas las actuaciones del Defensor del Pueblo son gratuitas para el interesado y no será preceptiva la 
asistencia de Letrado ni de Procurador. De toda queja se acusará recibo. 

Artículo 16. 
Uno. La correspondencia dirigida al Defensor del Pueblo y que sea remitida desde cualquier centro de detención, 
internamiento o custodia de las personas no podrá ser objeto de censura de ningún tipo. 

Dos. Tampoco podrán ser objeto de escucha o interferencia las conversaciones que se produzcan entre el 
Defensor del Pueblo o sus delegados y cualquier otra persona de las enumeradas en el apartado anterior. 

Artículo 17. 
Uno. El Defensor del Pueblo registrará y acusará recibo de las quejas que se formulen, que tramitará o rechazará. 
En este último caso lo hará en escrito motivado pudiendo informar al interesado sobre las vías más oportunas 
para ejercitar su acción, caso de que a su entender hubiese alguna y sin perjuicio de que el interesado pueda 
utilizar las que considere más pertinentes. 

Dos. El Defensor del Pueblo no entrará en el examen individual de aquellas quejas sobre las que esté pendiente 
resolución judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiere por persona interesada demanda o 
recurso ante las Tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional. Ello no impedirá, sin embargo, la investigación 
sobre los problemas generales planteados en las quejas presentadas. En cualquier caso velará por que la 
Administración resuelva expresamente, en tiempo y forma, las peticiones y recursos que le hayan sido 
formulados. 

Tres. El Defensor del Pueblo rechazará las quejas anónimas y podrá rechazar aquellas en las que advierta mala 
fe, carencia de fundamento, inexistencia de pretensión, así como aquellas otras cuya tramitación irrogue perjuicio 
al legítimo derecho de tercera persona. Sus decisiones no serán susceptibles de recurso. 

Artículo 18. 
Uno. Admitida la queja, el Defensor del Pueblo promoverá la oportuna investigación sumaria e informal para el 
esclarecimiento de los supuestos de la misma. En todo caso dará cuenta del contenido sustancial de la solicitud 
al Organismo o a la Dependencia administrativa procedente con el fin de que por su Jefe en el plazo máximo de 
quince días, se remita informe escrito. Tal plazo será ampliable cuando concurran circunstancias que lo aconsejen 
a juicio del Defensor del Pueblo. 

Dos. La negativa o negligencia del funcionario o de sus superiores responsables al envío del informe inicial 
solicitado podrá ser considerada por el Defensor del Pueblo como hostil y entorpecedora de sus funciones, 
haciéndola pública de inmediato y destacando tal calificación en su informe anual o especial, en su caso, a las 
Cortes Generales. 

CAPÍTULO CUARTO: Obligación de colaborar de los organismos requeridos. 

Artículo 19. 
Uno. Todos los poderes públicos están obligados a auxiliar, con carácter preferente y urgente, al Defensor del 
Pueblo en sus investigaciones a inspecciones. 

Dos. En la fase de comprobación e investigación de una queja o en expediente iniciado de oficio, el Defensor del 
Pueblo su Adjunto, o la persona en quien él delegue, podrán personarse en cualquier centro de la Administración 
pública, dependientes de la misma a afectos a un servicio público, para comprobar cuantos datos fueren 
menester, hacer las entrevistas personales pertinentes o proceder al estudio de los expedientes y documentación 
necesaria. 

Tres. A estos efectos no podrá negársele el acceso a ningún expediente o documentación administrativa o que 
se encuentre relacionada con la actividad o servicio objeto de la investigación, sin perjuicio de lo que se dispone 
en el artículo veintidós de esta Ley. 
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Artículo 20 
Uno. Cuando la queja a investigar afectare a la conducta de las personas al servicio de la Administración, en 
relación con la función que desempeñan, el Defensor del Pueblo dará cuenta de la misma al afectado y a su 
inmediato superior u Organismo de quien aquél dependiera. 

Dos. El afectado responderá por escrito, y con la aportación de cuantos documentos y testimonios considere 
oportunos, en el plazo que se le haya fijado, que en ningún caso será inferior a diez días, pudiendo ser prorrogado, 
a instancia de parte, por la mitad del concedido. 

Tres. El Defensor del Pueblo podrá comprobar la veracidad de los mismos y proponer al funcionario afectado 
una entrevista ampliatoria de datos. Los funcionarios que se negaren a ello podrán ser requeridos por aquél para 
que manifiesten por escrito las razones que justifiquen tal decisión. 

Cuatro. La información que en el curso de una investigación pueda aportar un funcionario a través de su 
testimonio personal tendrá el carácter de reservada, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal sobre la denuncia de hechos que pudiesen revestir carácter delictivo. 

Artículo 21 
El superior jerárquico u Organismo que prohíba al funcionario a sus órdenes o servicio responder a la requisitoria 
del Defensor del Pueblo o entrevistarse con él, deberá manifestarlo por escrito, debidamente motivado, dirigido 
al funcionario y al propio Defensor del Pueblo. El Defensor del Pueblo dirigirá en adelante cuantas actuaciones 
investigadoras sean necesarias al referido superior jerárquico, 

CAPÍTULO QUINTO. Sobre documentos reservados. 

Artículo 22 
Uno. El Defensor del Pueblo podrá solicitar a los poderes públicos todos los documentos que considere 
necesarios para el desarrollo de su función, incluidos aquéllos clasificados con el carácter de secretos de acuerdo 
con la ley. En este último supuesto la no remisión de dichos documentos deberá ser acordada por el Consejo de 
Ministros y se acompañará una certificación acreditativa del acuerdo denegatorio. 

Dos. Las investigaciones que realice el Defensor del Pueblo y el personal dependiente del mismo, así como los 
trámites procedimentales, se verificarán dentro de la más absoluta reserva, tanto con respecto a los particulares 
como a las dependencias y demás Organismos públicos, sin perjuicio de las consideraciones que el Defensor del 
Pueblo considere oportuno incluir en sus informes a las Cortes Generales. Se dispondrán medidas especiales de 
protección en relación con los documentos clasificados como secretos. 

Tres. Cuando entienda que un documento declarado secreto y no remitido por la Administración pudiera afectar 
de forma decisiva a la buena marcha de su investigación, lo pondrá en conocimiento de las Comisiones del 
Congreso y del Senado a que se refiere el artículo segundo de esta Ley. 

CAPÍTULO SEXTO. Responsabilidades de las autoridades y funcionarios. 

Artículo 23 
Cuando las actuaciones practicadas revelen que la queja ha sido originada presumiblemente por el abuso, 
arbitrariedad, discriminación, error, negligencia u omisión de un funcionario, el Defensor del Pueblo podrá 
dirigirse al afectado haciéndole constar su criterio al respeto. Con la misma fecha dar traslado de dicho escrito 
al superior jerárquico, formulando las sugerencias que considere oportunas. 

Artículo 24 
Uno. La persistencia en una actitud hostil o entorpecedora de la labor de investigación del Defensor del Pueblo 
por parte de cualquier Organismo, funcionarios, directivo o persona al servicio de la Administración pública 
podrá ser objeto de un informe especial, además de destacarlo en la sección correspondiente de su informe anual. 

Dos. (derogado). 

Artículo 25. 
Uno. Cuando el Defensor del Pueblo, en razón del ejercicio de las funciones propias de su cargo, tenga 
conocimiento de una conducta o hechos presumiblemente delictivos lo pondrá de inmediato en conocimiento 
del Fiscal General del Estado. 
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Dos. En cualquier caso, el Fiscal General del Estado informará periódicamente al Defensor del Pueblo, o cuando 
éste lo solicite, del trámite en que se hallen las actuaciones iniciadas a su instancia. 

Tres. El Fiscal General del Estado pondrá en conocimiento del Defensor del Pueblo todas aquellas posibles 
irregularidades administrativas de que tenga conocimiento el Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus funciones. 

Artículo 26. 
El Defensor del Pueblo podrá, de oficio, ejercitar la acción de responsabilidad contra todas las autoridades, 
funcionarios y agentes civiles del orden gubernativo o administrativo, incluso local, sin que sea necesaria en 
ningún caso la previa reclamación por escrito. 

CAPÍTULO SÉPTIMO. Gastos causados a particulares. 

Artículo 27 
Los gastos efectuados o perjuicios materiales causados a los particulares que no hayan promovido la queja al ser 
llamados a informar por el Defensor del Pueblo, serán correspondidos con cargo a su presupuesto una vez 
justificados debidamente. 

 

TÍTULO TERCERO: De las resoluciones. 
CAPÍTULO PRIMERO: Contenido de las resoluciones. 

Artículo 28. 
Uno. El Defensor del Pueblo, aun no siendo competente para modificar o anular los actos y resoluciones de la 
Administración Pública, podrá, sin embargo, sugerir la modificación de los criterios utilizados para la producción 
de aquéllos. 

Dos. Si como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento riguroso 
de la norma puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los administrados, podrá sugerir al órgano 
legislativo competente o a la Administración la modificación de la misma. 

Tres. Si las actuaciones se hubiesen realizado con ocasión de servicios prestados por particulares en virtud de 
acto administrativo habilitante, el Defensor del Pueblo podrá instar de las autoridades administrativas 
competentes el ejercicio de sus potestades de inspección y sanción. 

Artículo 29. 
El Defensor del Pueblo está legitimado para interponer los recursos de inconstitucionalidad y de amparo, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 

Artículo 30. 
Uno. El Defensor del Pueblo, con ocasión de sus investigaciones, podrá formular a las autoridades y funcionarios 
de las Administraciones Públicas advertencias, recomendaciones, recordatorios de sus deberes legales y 
sugerencias para la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las autoridades y los funcionarios vendrán 
obligados a responder por escrito en término no superior al de un mes. 

Dos. Si formuladas sus recomendaciones dentro de un plazo razonable no se produce una medida adecuada en 
tal sentido por la autoridad administrativa afectada o éste no informa al Defensor del Pueblo de las razones que 
estime para no adoptarlas, el Defensor del Pueblo podrá poner en conocimiento del Ministro del Departamento 
afectado, o sobre la máxima autoridad de la Administración afectada, los antecedentes del asunto y las 
recomendaciones presentadas. Si tampoco obtuviera una justificación adecuada, incluirá tal asunto en su informe 
anual o especial con mención de los nombres de las autoridades o funcionarios que hayan adoptado tal actitud 
entre los casos en que considerando el Defensor del Pueblo que era posible una solución positiva, ésta no se ha 
conseguido. 

CAPÍTULO SEGUNDO. Notificaciones y comunicaciones. 

Artículo 31 
Uno. El Defensor del Pueblo informará al interesado del resultado de sus investigaciones y gestión así como de 
la respuesta que hubiese dado la Administración o funcionario implicados, salvo en el caso de que éstas, por su 
naturaleza, fuesen consideradas corno de carácter reservado o declaradas secretas. 
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Dos. Cuando en intervención se hubiere iniciado de acuerdo con lo dispuesto en el apartado dos del artículo 
diez, el Defensor del Pueblo informará al parlamentario o Comisión competente que lo hubiese solicitado y al 
término de sus investigaciones, de los resultados alcanzados. Igualmente, cuando decida no intervenir informará 
razonando su desestimación. 

Tres. El Defensor del Pueblo comunicará el resultado positivo o negativo de sus investigaciones a la autoridad, 
funcionario o dependencia administrativa acerca de la cual se haya suscitado, 

CAPÍTULO TERCERO. Informe a las cortes. 

Artículo 32 
Uno. El Defensor del Pueblo dará cuenta anualmente a las Cortes Generales de la gestión realizada en un informe 
que presentará ante las mismas cuando se hallen reunidas en periodo ordinario de sesiones. 

Dos. Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe extraordinario que 
dirigirá a las Diputaciones Permanentes de las Cámaras si éstas no se encontraran reunidas. 

Tres. Los informes anuales y, en su caso los extraordinarios, serán publicados. 

Artículo 33. 
Uno. El Defensor del Pueblo en su informe anual dará cuenta del número y tipo de quejas presentadas; de 
aquellas que hubiesen sido rechazadas y sus causas, así como de las que fueron objeto de investigación y el 
resultado de las mismas, con especificación de las sugerencias o recomendaciones admitidas por las 
Administraciones Públicas. 

Dos. En el informe no constarán datos personales que permitan la pública identificación de los interesados en el 
procedimiento investigador, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo veinticuatro punto uno. 

Tres. El informe contendrá igualmente un anexo, cuyo destinatario serán las Cortes Generales, en el que se hará 
constar la liquidación del presupuesto de la institución en el periodo que corresponda. 

Cuatro. Un resumen del informe será expuesto oralmente por el Defensor del Pueblo ante los Plenos de ambas 
Cámaras, pudiendo intervenir los grupos parlamentarios a efectos de fijar su postura. 

DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA. Mecanismo Nacional de Prevención de la 
Tortura. 

Primero. El Defensor del Pueblo ejercerá las funciones del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura de 
conformidad con la Constitución, la presente Ley y el Protocolo facultativo de la Convención contra la tortura u 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

• Segundo. Se crea un Consejo Asesor como órgano de cooperación técnica y jurídica en el ejercicio de 
las funciones propias del Mecanismo Nacional de Prevención, que será presidido por el Adjunto en el 
que el Defensor del Pueblo delegue las funciones previstas en esta disposición. El Reglamento 
determinará su estructura, composición y funcionamiento. 
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TEMA 5. DerechoPenal. 
 

BLOQUE ÚNICO 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal 

 

TÍTULO PRELIMINAR. 
 De las garantías penales y de la aplicación de la Ley penal. 

Artículo 1. 
1. No será castigada ninguna acción ni omisión que no esté prevista como delito por ley anterior a su 

perpetración. 

2. Las medidas de seguridad sólo podrán aplicarse cuando concurran los presupuestos establecidos 
previamente por la Ley. 

Artículo 2. 
1. No será castigado ningún delito con pena que no se halle prevista por ley anterior a su perpetración. 

Carecerán, igualmente, de efecto retroactivo las leyes que establezcan medidas de seguridad. 

2. No obstante, tendrán efecto retroactivo aquellas leyes penales que favorezcan al reo, aunque al entrar en 
vigor hubiera recaído sentencia firme y el sujeto estuviese cumpliendo condena. En caso de duda sobre la 
determinación de la Ley más favorable, será oído el reo. Los hechos cometidos bajo la vigencia de una Ley 
temporal serán juzgados, sin embargo, conforme a ella, salvo que se disponga expresamente lo contrario. 

Artículo 3. 
1. No podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad sino en virtud de sentencia firme dictada por el Juez o 

Tribunal competente, de acuerdo con las leyes procesales. 

2. Tampoco podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la prescrita por la Ley y 
reglamentos que la desarrollan, ni con otras circunstancias o accidentes que los expresados en su texto. La 
ejecución de la pena o de la medida de seguridad se realizará bajo el control de los Jueces y Tribunales 
competentes. 

Artículo 4. 
1. Las leyes penales no se aplicarán a casos distintos de los comprendidos expresamente en ellas. 

2. En el caso de que un Juez o Tribunal, en el ejercicio de su jurisdicción, tenga conocimiento de alguna 
acción u omisión que, sin estar penada por la Ley, estime digna de represión, se abstendrá de todo procedimiento 
sobre ella y expondrá al Gobierno las razones que le asistan para creer que debiera ser objeto de sanción penal. 

3. Del mismo modo acudirá al Gobierno exponiendo lo conveniente sobre la derogación o modificación del 
precepto o la concesión de indulto, sin perjuicio de ejecutar desde luego la sentencia, cuando de la rigurosa 
aplicación de las disposiciones de la Ley resulte penada una acción u omisión que, a juicio del Juez o Tribunal, 
no debiera serlo, o cuando la pena sea notablemente excesiva, atendidos el mal causado por la infracción y las 
circunstancias personales del reo. 

4. Si mediara petición de indulto, y el Juez o Tribunal hubiere apreciado en resolución fundada que por el 
cumplimiento de la pena puede resultar vulnerado el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, suspenderá 
la ejecución de la misma en tanto no se resuelva sobre la petición formulada. 

También podrá el Juez o Tribunal suspender la ejecución de la pena, mientras no se resuelva sobre el indulto 
cuando, de ser ejecutada la sentencia, la finalidad de éste pudiera resultar ilusoria. 

Artículo 5. 
No hay pena sin dolo o imprudencia. 
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Artículo 6. 
1. Las medidas de seguridad se fundamentan en la peligrosidad criminal del sujeto al que se impongan, 

exteriorizada en la comisión de un hecho previsto como delito. 

2. Las medidas de seguridad no pueden resultar ni más gravosas ni de mayor duración que la pena 
abstractamente aplicable al hecho cometido, ni exceder el límite de lo necesario para prevenir la peligrosidad del 
autor. 

Artículo 7. 
A los efectos de determinar la ley penal aplicable en el tiempo, los delitos se consideran cometidos en el 

momento en que el sujeto ejecuta la acción u omite el acto que estaba obligado a realizar. 

Artículo 8. 
Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de este Código, y no 

comprendidos en los artículos 73 a 77, se castigarán observando las siguientes reglas: 
1.ª El precepto especial se aplicará con preferencia al general. 
2.ª El precepto subsidiario se aplicará sólo en defecto del principal, ya se declare expresamente dicha 
subsidiariedad, ya sea ésta tácitamente deducible. 
3.ª El precepto penal más amplio o complejo absorberá a los que castiguen las infracciones consumidas en 
aquél. 
4.ª En defecto de los criterios anteriores, el precepto penal más grave excluirá los que castiguen el hecho 
con pena menor. 

Artículo 9. 
Las disposiciones de este Título se aplicarán a los delitos que se hallen penados por leyes especiales. Las 

restantes disposiciones de este Código se aplicarán como supletorias en lo no previsto expresamente por 
aquéllas. 

Inv
ita

do
  

Powered by TCPDF (www.tcpdf.org)

http://www.tcpdf.org

